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Presentación

 

 

 

 

Este texto es la crónica de un conflicto por el agua en el estado de Sonora. Trata el caso del Acueducto Independencia que va de la presa El Novillo, en la cuenca del río Yaqui, a la ciudad de Hermosillo en la cuenca del río Sonora, lo que constituye un trasvase de agua entre cuencas. La crónica comprende un periodo de cuatro años, de febrero de 2010 a febrero de 2014, y su narración se basa en la consulta de información de diarios impresos y electrónicos, expedientes legales y documentos gubernamentales, y en la asistencia a reuniones informativas, “plantones”, bloqueos, marchas de protesta y mesas de diálogo.

El eje central de la crónica es la disputa legal, a partir de la cual se describen y analizan los componentes del debate técnico, la movilización social, los temas económicos, la lucha política y la confrontación en los medios de comunicación. En determinados periodos unos componentes predominan sobre otros. Se pone el énfasis en la disputa legal, por ser la que contribuye a la demostración de la hipótesis del libro: la debilidad del Gobierno federal en materia hidráulica. Además, porque las violaciones del Gobierno estatal a las resoluciones emitidas por jueces federales, el incumplimiento de exhortos y disposiciones de los congresos federal y estatal, y la desatención a las recomendaciones del organismo federal de derechos humanos, fueron agravando el conflicto social hasta provocar la intervención de la máxima instancia de impartición de justicia en el país.

Los promotores principales del Acueducto son los sectores inmobiliario, de la construcción, comercial e industrial de Hermosillo. El grupo opositor lo integran agricultores del Valle del Yaqui, los sectores productivos del municipio de Cajeme, el Movimiento Ciudadano por el Agua y miembros de la tribu yaqui.

El texto se divide en cinco capítulos. En el primero se exponen el objetivo y la hipótesis del trabajo, la revisión de literatura sobre los beneficios y costos de los trasvases, así como los estudios realizados sobre tres acueductos paradigmáticos que abastecen de agua a las ciudades de Los Ángeles, Monterrey y Tijuana.

En el segundo capítulo se ofrecen los antecedentes del Acueducto Independencia, la presentación pública del proyecto, la autorización del mia (Manifiesto de impacto ambiental) y el inicio de la movilización social.

En el tercer capítulo se aborda el comienzo de las violaciones a la ley por parte del Gobierno estatal en agosto de 2010, los acontecimientos relacionados con el bloqueo carretero del verano de 2011, el cateo de una notaría pública y el desarrollo de las campañas electorales en el primer cuatrimestre de 2012.

El cuarto capítulo trata sobre la inobservancia a la suspensión definitiva emitida por un juez de Sinaloa en mayo de 2012, en favor de los yaquis y en contra de la autorización emitida por la semarnat (Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales) para la construcción del Acueducto Independencia. Incluye el asesinato de un diputado electo en el municipio de Cajeme y culmina con la “llegada del agua” a Hermosillo en abril de 2013.

El quinto capítulo comprende el periodo de la violación del amparo a la tribu yaqui confirmado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en mayo de 2013, el bloqueo carretero en Vícam, la defensa del agua en Hermosillo y la última violación al convenio firmado entre la conagua (Comisión Nacional del Agua) y el Gobierno del Estado de Sonora en enero de 2014.

Al final del libro se presenta un apartado de conclusiones en el que se resume la actuación de las instituciones de impartición de justicia y de los poderes ejecutivos estatal y federal, así como los costos sociales, económicos y políticos de la construcción y operación de la obra hidráulica.




 





I.
Introducción 

 

 

Objetivo e hipótesis

El objetivo de este trabajo es analizar el caso del Acueducto Independencia y el conflicto que generó su construcción. El marco de referencia son las oposiciones sociales que caracterizan la decadencia del modelo agua de la nación en su transición hacia el modelo mercantil-ambiental propuesto por Luis Aboites (2009).

El primer modelo se distingue por la injerencia del Gobierno federal en el ramo de aguas cuyas normas se impusieron a los pueblos, ayuntamientos, gobiernos estatales y terratenientes desde finales del siglo xix. Casi cien años después, el segundo modelo tiene como propósito valorar el agua y entregarla al mercado, buscando la eficiencia de su distribución y uso para enfrentar el deterioro ambiental. La decadencia del primer modelo —sostiene el autor— se explica por tres asedios que tienen que ver con el tránsito de una sociedad rural a otra de carácter urbano cada vez más nítido y preponderante: uno de ellos es su creciente inoperancia debido al aumento y diversificación de los usos del agua y a la oposición de diversos grupos sociales. El segundo es el debilitamiento de las inversiones en obras de gran irrigación en el norte del país; y el tercero, la crisis económica y la reducción de la injerencia del Estado en la economía (el llamado neoliberalismo), junto con un acompañante fiel: el ambientalismo (Aboites 2009, 10-13).

La hipótesis central de este trabajo es mostrar la emergencia de un Gobierno estatal y de algunos grupos empresariales urbanos que proyectan, gestionan y construyen una obra hidráulica, con el aval de un débil Gobierno federal. Entre sus implicaciones están: la redistribución del agua y del poder en beneficio de las ciudades; la afectación de áreas agrícolas, rurales e indígenas; el incremento de impactos negativos en el medio ambiente y la pérdida de la noción de “cuenca hidrográfica” como unidad básica de gestión de la política hídrica.

A principios de la década de 1970, en el rubro de los acueductos, una de esas oposiciones fue la protesta de pobladores del valle de Toluca por la falta de agua en sus manantiales y pozos domésticos, como resultado de la perforación de más de doscientos pozos y la construcción de un acueducto de 170 km de longitud, en lo que fue la segunda etapa para llevar agua del río Lerma a la Ciudad de México (Cirelli 1997). Otra oposición, a mediados de 1980, fue la movilización de un grupo de agricultores de la cuenca Oriental-Libres de Puebla que detuvo el proyecto de perforar 54 pozos profundos y transportar agua subterránea a la Ciudad de México a través de un acueducto de 110 km (González 2000). Una más, a mediados de 1990, fue la inconformidad de los agricultores de Tamaulipas por la construcción de la presa El Cuchillo y su acueducto de 92 km para transportar agua a Monterrey (Aguilar 1999). A inicios de la década de 2000, unas mujeres indígenas mazahuas protestaron en contra de los daños ocasionados por la operación del Sistema Cutzamala, de 162 km de longitud, que abastece a la Ciudad de México (Martínez 2007; Perló y González 2009).

En nuestra opinión, los trasvases de agua mediante acueductos brindan beneficios, pero no han significado un mejor uso del líquido en las urbes receptoras del recurso ni disminuyen el deterioro ambiental. Por el contrario, producen un aumento de la demanda urbana de agua, fomentan el uso ineficiente, generan daños ambientales, crean conflictos sociales y alientan nuevos proyectos hidráulicos basados en fuentes de abastecimiento situadas cada vez a mayor distancia, lo que se traduce en un círculo vicioso de extracción-consumo-deterioro.

De esta manera, el Acueducto Independencia probablemente será un ejemplo más de ese círculo vicioso en los próximos años. Junto a él hay otros casos, como los acueductos —concluidos y en proceso— para dotar de agua a Querétaro, a San Luis Potosí, a Guadalajara, a León y a Ciudad Juárez. En conjunto, planteamos que se está frente a una tendencia que denominamos la emergencia del agua estatal, parte del modelo mercantil-ambiental, que valora económicamente el recurso, pero que no lo protege en términos físicos ni lo utiliza en beneficio de toda la sociedad.

Trasvases de agua: beneficios y costos

Los grandes proyectos hidráulicos generan oposición y conflictos con diversos grupos de la sociedad, debido fundamentalmente a que en su ejecución la estimación de los beneficios económicos tiene una mayor preponderancia que los costos sociales y ambientales. La literatura sobre trasvases de agua mediante acueductos en el mundo es ilustrativa. La World Wildlife Fund (2007) concluye que si bien resuelven problemas de suministro en zonas con déficit de agua, acarrean costos considerables. Implican un riesgo económico y, además, tienen un costo social y medioambiental significativo, que suele afectar tanto a la cuenca que proporciona el agua como a la que la recibe. Desde el punto de vista medioambiental, interrumpen la conectividad de los sistemas fluviales y, por tanto, interfieren en la reproducción y la migración de los peces. Alteran el régimen de flujo natural, afectando a veces a especies acuáticas amenazadas y a zonas protegidas. Contribuyen a la salinización y al descenso del nivel freático en zonas costeras e incluso pueden facilitar el tránsito de especies invasoras entre cuencas fluviales.

Además, no se exploran alternativas a los trasvases que aplacen o eviten los costos que éstos conllevan; y están asociados a fallas en la gobernanza del agua, que van desde la ausencia total o parcial de consulta a los afectados hasta no dar suficiente importancia a los impactos medioambientales, sociales o culturales, tanto sobre la cuenca cedente como sobre la receptora.

Los trasvases siguen viéndose como una solución técnica a lo que se considera un desequilibrio en la distribución de agua. Sin embargo, más que disminuir un desequilibrio, suelen perturbar el delicado equilibrio del agua, tanto en la cuenca cedente como en la receptora. En muchos casos, su puesta en marcha no anima al consumidor a hacer un uso más eficiente del agua, con lo que continúa el derroche.

Molle y Berkoff (2006) concluyen que la agricultura es la actividad que pierde y será cada vez más afectada. Los impactos de las reasignaciones de agua son variados, ya que pueden ayudar a mejorar el uso eficiente del agua en el riego, cambiar el patrón de cultivos y tratar las aguas residuales, pero también pueden fomentar la sobreexplotación de acuíferos o el uso de mayor cantidad de agua superficial, en detrimento de la naturaleza. Las reasignaciones de agua pueden ser graduales o definitivas, clandestinas o abiertas, de corto plazo o permanentes, y con o sin compensación, dependiendo de las características hidrológicas de la fuente, de la definición de derechos y del poder de las ciudades o del Estado para reordenar la asignación de agua. Los conflictos entre las ciudades y la agricultura afloran en tiempos de escasez de agua, la cual es una combinación de un periodo de sequía, manejo deficiente y prácticas de consumo inapropiadas. Hay reticencia de los gobiernos y de las autoridades sobre el establecimiento de planes de contingencia que anticipen confusiones y conflictos en épocas de sequía.

La degradación ambiental restringe el suministro de agua a las ciudades y se agrava por el agua residual contaminada que generan, la cual recibe escaso tratamiento. Por lo tanto, es probable que el agotamiento de las aguas subterráneas para abastecer a las zonas urbanas genere en el futuro una mayor presión para usar de nuevo aguas superficiales. Así, el conflicto entre el uso humano y el medio ambiente es tal vez más crítico que el que existe entre la agricultura y las ciudades.

Finalmente, Ghassemi y White (2007) señalan que en el pasado la mayoría de estos grandes proyectos de infraestructura fueron del dominio de ingenieros y de funcionarios del Gobierno, con una evaluación mínima de los impactos sociales y ambientales y con análisis de costo-beneficio rudimentarios y, en algunos casos, dudosos. La participación de la comunidad fue inexistente y hubo inequidad en la distribución de los beneficios. Los impactos han afectado de manera frecuente y desproporcionada a las comunidades indígenas. La recuperación de los costos proyectados y la rentabilidad de los proyectos de agua han resultado ilusorias. Ríos y lagos se han secado, ecosistemas acuáticos y biodiversidad han disminuido, depósitos en las llanuras de inundación se han reducido, mientras que las presas caras se han azolvado. Los autores concluyen que los proyectos de transferencias de agua entre cuencas requieren investigaciones multidisciplinarias detalladas y un enfoque integrado en la evaluación de proyectos.

Paradigmas de abastecimiento urbano

Acueducto Valle de Owens-Los Ángeles

El Acueducto Valle de Owens-Los Ángeles se construyó entre 1907 y 1913, y se le considera una de las obras hidráulicas más emblemáticas de la conquista del oeste de Estados Unidos. Con una longitud de 359 km, transportó agua proveniente de los deshielos de la Sierra Nevada, que se empleaba en el riego de cultivos de un valle agrícola de 20 mil ha. Contó con 83 km de túneles y tubos de acero de 144 pulgadas de diámetro. En 1920 proporcionó un volumen de 178 Mm3 de agua, cuando toda la cuenca que rodeaba a Los Ángeles brindaba 42 Mm3 anuales, es decir, un flujo cuatro veces superior. Con este abastecimiento la ciudad creció de 250 mil personas en 1900 a 2.2 millones en 1930. La obra fue diseñada y ejecutada por el ingeniero William Mulholland, superintendente del Departamento de Agua y Energía de Los Ángeles. Se le consideró la obra pública más importante de su tiempo, sólo después del Canal de Panamá.

A pesar de su éxito, el acueducto es considerado también un modelo de la forma en que personas y grupos de poder económico y político actuaron para promover sus intereses y su visión del papel que debería desempeñar una ciudad. Se adquirieron derechos de tierra y agua de los agricultores locales mediante el engaño, ya que un proyecto del Gobierno federal, originalmente diseñado para impulsar el desarrollo agrícola en el valle de Owens, se transformó en un proyecto para abastecer de agua a Los Ángeles. Se manipularon datos e información hidrológica, por parte de funcionarios locales y medios de comunicación, para argumentar la presencia de una sequía. Y se estableció una alianza entre especuladores de tierras, funcionarios de gobierno y directores de periódicos, que contó con el respaldo de banqueros, dueños de empresas ferroviarias y de energía eléctrica, comerciantes y políticos. Como resultado, desapareció una parte de la actividad agrícola y se presentaron signos de deterioro ambiental, como el desecamiento del lago de Owens. Las respuestas de la población afectada fueron la organización, la negociación y el acuerdo, pero también la protesta, la defensa legal y las acciones de sabotaje, que incluyeron bombazos con dinamita al acueducto entre 1924 y 1927. Por su parte, en 1928, Mulholland perdió su prestigio internacional debido al colapso de la presa St. Francis que provocó la inundación de tres pueblos y la muerte de más de 450 personas en el valle de Santa Clarita, 56 km al noroeste de Los Ángeles.

Una década después de inaugurado el acueducto, el agua “inagotable” prometida del valle de Owens no fue suficiente para cubrir la demanda creciente de los residentes de la ciudad y se iniciaron los estudios técnicos para traerla de una nueva fuente: el río Colorado. Los resultados del proyecto fueron la edificación de la presa Hoover, concluida en 1935, que abasteció de energía eléctrica a la ciudad, y la presa Parker, de donde parte un acueducto de 389 km que transportó más agua al sureste de California. Pero la ciudad siguió creciendo y fue necesario otro proyecto hidráulico al norte del valle, en Mono Lake, en 1941, y el tendido en 1970 de un segundo acueducto de 220 km, paralelo al anterior, que empleaba agua subterránea, lo que provocó un nuevo conflicto con los habitantes de Owens. En la década de 1980 se acordaron planes de gestión conjunta entre autoridades y población local para la conservación del agua y la protección del ambiente. Entre 2008 y 2009, sólo 18 por ciento del agua abastecida a la ciudad provino del acueducto. El resto procedió del sistema del río Colorado y de fuentes subterráneas. En 2007 el área metropolitana de Los Ángeles contó con 12.8 millones de habitantes, situándose como la segunda ciudad más poblada de Estados Unidos y la primera del oeste.

La literatura sobre el controvertido Acueducto Owens-Los Ángeles es abundante y su historia es referida en numerosos trabajos sobre conflictos y gestión del agua. Desde el principio se publicaron textos como el del periodista local del valle, Willie Chalfant (1922), que dio cuenta de la perversión en la actuación del Reclamation Service y en particular de su jefe en California, Joseph Lippincott, además del apoyo de otros funcionarios y departamentos del Gobierno federal estadounidense y del mismo presidente Theodore Roosevelt, para que Los Ángeles tuviera la facultad de ir hasta el límite de sus deseos y medios. El acueducto construido —señaló— es una empresa maravillosa digna de una ciudad ambiciosa. En otro sentido, el editorialista angelino Remi Nadeau (1950), aunque reconoció las quejas de la población del valle por los métodos políticos cuestionables para eliminar el proyecto federal de desarrollo agrícola, la pérdida de confianza de los ciudadanos y el perjuicio a los negocios de los pueblos, resaltó las ventajas que trajo el acueducto, como la conexión ferroviaria con el sur de California, las plantas de energía eléctrica para el suministro del servicio a las localidades, la exención de pago de impuestos, la pavimentación de la carretera y la ayuda para dar a conocer los atractivos del este de la Sierra Nevada.

Varios años después, el historiador Abraham Hoffman (1981) abordó el cuestionado papel de Joseph Lippincott al trabajar al mismo tiempo en una oficina del Gobierno federal estadounidense y como consultor de la ciudad de Los Ángeles, concluyendo que fue una víctima involuntaria de las distorsiones historiográficas posteriores. Además, rebatió la teoría de la conspiración basada en las investigaciones del periodista Andrae Nordskog entregadas a la Legislatura de California en 1931 sobre la situación del agua en el valle de Owens.

El texto de otro historiador, William Kahrl (1982), sobresale por su visión crítica y análisis de varios factores, como la amplia gama de intereses involucrados en el proyecto del acueducto y la forma en que fueron organizándose para construirlo junto a William Mulholland, Fred Eaton —ex alcalde de la ciudad y especulador de tierras— y Harrison Gray Otis —editor del diario Los Angeles Times—, así como la oposición de la escritora local Mary Austin. También plantea el consumo excesivo de agua de la ciudad y la baja eficiencia de su uso, la renovación de la batalla por la construcción del segundo acueducto, los actos de sabotaje con dinamita en 1976, la emergencia de la preocupación ambiental, el papel activo de las organizaciones no gubernamentales y las medidas constitucionales y legislativas adoptadas para asegurar el interés público en el agua.

El sociólogo John Walton (1992) expone cómo las acciones de la sociedad local del valle de Owens se ven influenciadas por las políticas del Estado desde la década de 1860, la existencia de una base de tradición cooperativa que se rebela para salvar su estilo de vida rural a principios del siglo xx frente al proyecto del acueducto, y cómo el movimiento ambiental de 1970 y 1980 (que surgió en protesta por el segundo acueducto) ganó importantes concesiones legales en su disputa contra Los Ángeles.

Por su parte, el geógrafo Robert Sauder (1994) se centra en los patrones de la vida rural y del uso de suelo a finales del siglo xix y principios del xx, en los que predominan al principio los pequeños propietarios con 160 ha o menos, la expansión del área productiva hacia el sur del valle, los medios de subsistencia, las soluciones que encuentran y los efectos negativos que genera en la agricultura el acueducto.

La biografía de Catherine Mulholland (2002), sobre su abuelo el ingeniero William Mulholland, muestra la forma en que Los Ángeles adquirió agua para su crecimiento, revisa la controversia del valle de Owens, su papel en la construcción de la presa Hoover y la reevaluación de su culpabilidad en el derrumbamiento de la presa St. Francis.

Un trabajo que llama la atención es el de Karen Piper (2006), quien creció y vivió veinte años en la localidad de Ridgecrest, ochenta kilómetros al sur del lago, sobre las nubes de polvo que provoca el lecho seco del lago de Owens. En ese trabajo se narran los efectos en la salud de la población y los esfuerzos gubernamentales para solucionar el problema.

Por último, el economista Gary Libecap (2007) sostiene que la historia del valle de Owens es de beneficios y perjuicios para todos los involucrados, que no era un paraíso agrícola antes de la construcción del acueducto, que hubo agricultores dispuestos a vender por la pobreza del suelo y la fragilidad de los cultivos, habla sobre las negociaciones que fueron mejores para algunos que si hubieran permanecido en la agricultura, acerca de las afectaciones a terceros, como los comerciantes de los pueblos, y sobre la necesidad de compensar los efectos ambientales y los cambios en los usos recreativos del agua.

Esta historia, planteada metafóricamente por algunos autores como de David frente a Goliat, el “robo del agua” o la “violación del valle”, tuvo también su representación en novelas, películas y series de televisión. Entre los autores y directores sobresalen: Morrow Mayo (1933), quien en su popular libro Los Angeles critica severamente “a la plaga devastadora que es la ciudad al moverse sobre el valle”; Roman Polanski (1974), quien en su laureado filme Chinatown narra una historia ficticia de corrupción inspirada en los acontecimientos previos a la construcción del acueducto; y David Greene (1983), quien en su premiada serie Ghost Dancing cuenta la historia de una anciana que dinamita un acueducto con el fin de llamar la atención sobre la difícil situación del valle. Para otra parte, estas obras crearon mitos y leyendas sobre lo que en realidad aconteció en la región y son empleadas erróneamente en publicaciones académicas y aceptadas por el público en general.

Acueducto El Cuchillo-Monterrey

En la primera mitad de la década de 1980 comenzó la era de los trasvases de agua en el norte de México. Se edificó la presa Cerro Prieto y el acueducto Linares de 133 km de longitud para dotar de líquido a la ciudad de Monterrey, lo que fue catalogado en su momento como el inicio de una nueva era en el abastecimiento de agua potable en el país. No obstante, el caso paradigmático fue el acueducto-presa El Cuchillo-Monterrey, construido entre 1989 y 1994. Con una longitud de 92 km y tubos con diámetro de 84 pulgadas, conduce agua del río San Juan (afluente del río Bravo) a la capital del estado de Nuevo León, agua que se utiliza también en el distrito de riego agrícola 026 del estado de Tamaulipas.

Desde el inicio de su operación, la presa El Cuchillo y los periodos de sequía han provocado la disminución del agua disponible para los agricultores del distrito de riego, generando una fuente permanente de conflicto entre dos entidades federativas. La presa también ha tenido implicaciones en el aprovechamiento de las aguas fronterizas que se comparten con Estados Unidos. Según datos de 2010 de sadm (Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey), la capacidad de distribución de agua es de 252 Mm3 al año, de los cuales 62.5 por ciento proviene de aguas subterráneas y 37.5 por ciento de aguas superficiales.1

La población de Monterrey se incrementó de 200 mil personas en 1940 a dos millones en 1980, hasta llegar a cuatro millones en 2010. Hoy día, es la tercera ciudad más poblada de México y la primera del norte.

El caso de los acueductos de Monterrey ha sido tratado por varios autores. Destaca el libro de la politóloga Vivienne Bennett (1996), quien analiza las obras de abastecimiento de agua potable realizadas en la década de 1980 y su vinculación con el poder presidencial mexicano y la centralización fiscal, en un contexto político y económico favorable, como lo fue la recomposición de la alianza entre el Estado y el sector privado y la consolidación del papel de la ciudad de Monterrey en el marco del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá. En la justificación de estas obras estaban las protestas de la población por el deficiente servicio de agua durante la década de 1970, en las que sobresalió el papel de las mujeres de bajos ingresos económicos. El acueducto Linares, que iniciaba en la presa Cerro Prieto, fue en ese entonces el más largo de su tipo en América Latina y se le denominó “la obra del siglo” en Nuevo León.

Pero, como señala Bennett, la ciudad necesitaba otra gran nueva fuente de agua. Ésta fue la presa El Cuchillo y su acueducto con una capacidad tres veces mayor que la de Cerro Prieto. El apoyo del presidente Carlos Salinas de Gortari fue decisivo para su construcción, concluyéndose la primera etapa en 1994. Sus primeros 158 Mm3 de agua al año, se decía, significarían un incremento de 60 por ciento en comparación con el abastecimiento promedio del periodo 1985-1991. La autora señaló que la obra representaba una compleja negociación entre los estados de Nuevo León y Tamaulipas, ya que el río San Juan que alimenta la presa El Cuchillo es el mismo que alimenta aguas abajo la presa Marte R. Gómez en Tamaulipas, la cual provee el agua esencial para el riego agrícola en ese estado. Monterrey estaba de acuerdo en enviar aguas residuales tratadas de la ciudad al cauce del río para compensar el uso de agua limpia que extraería de la nueva presa. Este convenio —indicó— es el primero de su tipo en México entre dos estados y entre dos categorías de usuarios del agua: urbano y agrícola.

Como lo muestra Ismael Aguilar Barajas (1999), el conflicto no tardó en presentarse a finales de 1995 y principios de 1996 como resultado de la presencia de una sequía y la disponibilidad menor de agua en las presas de la cuenca del río Bravo. Previsto en estudios técnicos realizados décadas antes, el conflicto entre los usuarios agrícolas y urbanos desencadenó una disputa en la que participó el Gobierno federal, a través de la cna (Comisión Nacional del Agua), los dos gobiernos estatales, agricultores, residentes urbanos, empresarios, diputados, senadores y diversos grupos sociales. También abarcó litigios legales y fue un factor decisivo en la renuncia del gobernador de Nuevo León, Sócrates Rizzo, quien se opuso a la transferencia de agua de El Cuchillo a la presa Marte R. Gómez, solicitud que hizo Tamaulipas a la cna y fue aprobada. El 20 de enero de 1996 se ordenó la reapertura de las compuertas y se liberaron 200 Mm3 de agua para Tamaulipas.

Un elemento central en el origen del conflicto fue que en el primer acuerdo, de 1989, entre el Gobierno de Nuevo León y el Gobierno federal para iniciar la construcción de la presa, no se incluyó la participación de Tamaulipas. La ausencia se trató de subsanar en el Acuerdo de 1990, con la presencia de esa entidad, pero la ambigüedad y la falta de claridad en los términos del documento propiciaron diferentes interpretaciones de cada una de las partes. Un asunto relevante en ese último Acuerdo es que explícitamente otorga agua de la presa El Cuchillo para usos industriales. Además, no contiene las firmas de algunos agricultores de la mesa directiva del distrito de riego 026-Bajo Río San Juan que se opusieron al Acuerdo. Por si esto fuera poco, el agua tratada que enviaría Monterrey al cauce del río no se devolvió ni en la cantidad ni en la calidad estipulada.

En 1996 se firmó otro Acuerdo que propició que durante 1997 un grupo de agricultores se defendiera por la vía legal tratando de revalidar el Acuerdo Presidencial de 1952, que otorgaba al distrito de riego 026 el derecho de usar las aguas de la parte alta de la presa Marte R. Gómez. El Tribunal Unitario Colegiado del Poder Judicial Federal, en Reynosa, Tamaulipas, concluyó el 27 de octubre de 1997 que el caso de los agricultores se consideraba cerrado. El 14 de noviembre de ese mismo año, Nuevo León liberó 95 Mm3 de agua de la presa El Cuchillo para uso en el distrito de riego.

En 1998 el debate se centró en el monto de la compensación monetaria que ofreció la cna (Comisión Nacional del Agua) a los agricultores por el agua tratada que nunca llegó a la presa Marte R. Gómez. Durante las negociaciones dicha compensación se incrementó de 4 a 15 millones de pesos.

Aguilar Barajas finalizó su texto señalando que, debido a la creciente demanda de agua y a la ausencia de un manejo adecuado, los conflictos intra e interregionales seguirán surgiendo y se intensificarán. Apuntó que la influencia del conflicto alcanza el ámbito binacional, que hay deficiencias en el marco legal e institucional, que el incremento de la eficiencia es una obligación previa al suministro de más agua de sitios distantes y que la mayoría de los problemas se pudieron anticipar y evitar. Asimismo, advirtió que se requiere una respuesta institucional más orquestada para enfrentar las sequías, que el papel del Consejo de Cuenca del Río Bravo establecido en 1994 es ineficaz, que hay que considerar más de cerca las perspectivas técnicas, económicas, sociales, ambientales y políticas, y deben atenderse varias de las recomendaciones propuestas desde hace varios años, como las que contiene el Plan Hidráulico de la Cuenca de 1982.

Una crónica de lo que sucedió en ese conflicto en los meses álgidos de diciembre de 1995 y enero de 1996 es la de Roberto García (1999). Resalta el amparo concedido el 6 de enero por el Juez cuarto de distrito a la empresa sadm (Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey), en el que ordenó cerrar las compuertas de la presa (abiertas a las 12:30 horas de ese día), acto que ocurrió a las 22:30 horas. El cierre se realizó por un numeroso grupo de manifestantes encabezados por el Presidente Municipal de China, Nuevo León, sitio donde se ubica la obra. La hipótesis del autor sobre la actuación del Gobernador de Nuevo León fue que, después de la huelga de hambre de su amigo cercano el ex presidente Salinas de Gortari y la embestida política de sus adversarios en el gobierno del presidente Ernesto Zedillo, Sócrates Rizzo buscaba demostrar capacidad de liderazgo y retomar fuerza política, concluir algunos negocios con terrenos para un proyecto de desarrollo turístico y urbano en los alrededores de la presa, y darle carpetazo a las denuncias sobre su presunto involucramiento en los casos de desvío de recursos del proyecto Monterrey IV (nombre con el que se conocía el proyecto de El Cuchillo por ser el cuarto proyecto hidráulico financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo en la región).

En el momento de su renuncia, el 17 de abril de 1996, Sócrates Rizzo se vio rodeado por el escándalo público y político, debido a las acusaciones de peculado en contra de algunos de sus familiares y colaboradores, entre ellos, el director general de sadm Gustavo Treviño Elizondo.

Los impactos sociales y ambientales del inicio de operaciones de la presa El Cuchillo, junto a los efectos de la sequía de los años 1993-1996, fueron abordados por Raúl Sánchez (1996), quien dio cuenta de la afectación en los medios de sustento de los pescadores que laboraban en el vaso de la presa Marte R. Gómez y de los agricultores del distrito de riego 026 situados aguas abajo, al disminuir drásticamente los niveles de almacenamiento de agua. A los agricultores se les brindó una compensación económica, pero los pescadores no recibieron ninguna indemnización. Otros afectados fueron los comerciantes locales cuyos restaurantes y hoteles rústicos apoyaban las actividades recreativas y de pesca en la presa. Entre las consecuencias se encuentran el abandono de hogares y la emigración de personas a Estados Unidos, de manera legal o ilegal, formando colonias de tamaulipecos en Houston y San Antonio, Texas. Otros se dedicaron al tráfico de drogas. Una organización no gubernamental, el Centro Fronterizo para la Promoción de Derechos Humanos de Reynosa, Tamaulipas, apoyó la presentación de una queja ante la cndh (Comisión Nacional de los Derechos Humanos) y el Juzgado Federal de Distrito, en nombre de pescadores y agricultores, por la pérdida de sus medios de subsistencia. La queja se centró en que el Acuerdo de 1990 violaba el Decreto Presidencial de 1952, que garantizaba a los agricultores el uso del agua del río San Juan. En ambas instancias, la queja fue desestimada.

De acuerdo con Raúl Sánchez, otras consecuencias fueron la perforación de pozos autorizados y no autorizados alrededor de la presa Marte R. Gómez por parte de residentes, lo que provocó el descenso de los niveles de agua, tanto en el área como en el estado de Texas. Además, algunos agricultores del distrito de riego 026 bombearon agua directamente del río Bravo sin autorización. En respuesta a la agudización de las condiciones de sequía, en octubre de 1995, el Gobierno de Estados Unidos otorgó un préstamo emergente de agua a México de los embalses binacionales localizados en el río Bravo para uso doméstico. Sin embargo, las condiciones severas se extendieron a Texas. El bombeo no autorizado en la parte mexicana del río provocó protestas de los agricultores del bajo río Grande y del estado de Texas ante la cila (Comisión Internacional de Límites y Aguas) en abril de 1996. La afectación de El Cuchillo incluye también los hábitats de especies vegetales y animales, como el de las aves migratorias protegidas por tratados internacionales, y a la ciudad de Reynosa, que ahora se abastece de agua de un río muy contaminado y no, como antes, de la presa Marte R. Gómez. Al final, Raúl Sánchez criticó la falta de interés de los gobiernos mexicano y estadounidense en reconocer los problemas y en evaluar los impactos de la presa, e informar a sus ciudadanos en ambos lados de la frontera. La misma actitud se observó en los funcionarios del bid (Banco Interamericano de Desarrollo).

En un texto posterior, Raúl Sánchez (1999) apuntó que los estudios de impacto ambiental elaborados por las agencias mexicanas sadm y cna concluían que la construcción de la presa no causaría problemas aguas abajo, que los posibles impactos en Texas y Tamaulipas no se evaluaron y que los expertos del bid no plantearon ninguna “bandera roja”. Además, señaló que en reuniones celebradas con los representantes de este banco, éstos insistieron en que las autoridades mexicanas efectivamente habían consultado a las poblaciones afectadas, aunque no proporcionaron ninguna prueba de tales consultas. Las estimaciones de daños eran: 300 familias dedicadas a la pesca que perdieron su sustento al secarse el vaso del embalse, la afectación de 70 mil ha de cultivo y 20 mil familias en Tamaulipas. De manera sorprendente, dijo el autor, los impactos de El Cuchillo no detuvieron el anuncio en noviembre de 1997 de otra nueva presa, llamada Las Blancas, sobre el río Álamo, otro tributario del río Bravo. Esa obra era una respuesta a la presión política de los agricultores del distrito de riego 026 y de otros usuarios en Tamaulipas, construida muy cerca de Ciudad Mier y de la frontera entre México y Estados Unidos. De nuevo, no se consultó a las poblaciones locales y se esperaba que se hiciera una adecuada evaluación del impacto ambiental. El autor propuso utilizar una perspectiva de derechos humanos en el estudio de los impactos de las presas en las poblaciones afectadas y en el medio ambiente, y particularmente en regiones fronterizas internacionales, como las que hay entre México y Estados Unidos.

El 1 de agosto de 2000 la presa Las Blancas fue inaugurada por el presidente Ernesto Zedillo, quien declaró su construcción como “un acto de justicia” para los productores del distrito de riego 026. Esta presa detiene las aguas del río Álamo y deriva a la presa Marte R. Gómez un promedio anual de 90 Mm3 a través de un canal de interconexión que tiene 22 km de longitud. De acuerdo con Aguilar Barajas (2006), entre 1997 y 2005 se realizaron trasvases de agua de la presa El Cuchillo a la Marte R. Gómez, así como compensaciones a los agricultores, sin que las controversias de fondo se hubieran resuelto, como el diseño de un reglamento para la distribución consensuada del agua. Las lluvias entre 2003 y 2005 han ocultado el drama de la presa, señaló, pero ante la ausencia de un acuerdo de largo plazo que beneficie a ambas partes, los conflictos sobre las aguas de El Cuchillo continuarán.

Christopher Scott et al. (2007) concluyeron que el sector industrial de Monterrey debe ser explícitamente incluido en las negociaciones ya que, además de ser uno de los sectores beneficiados con las transferencias de agua, su papel en un acuerdo es esencial por el hecho de que la calidad de agua de sus descargas tiene un impacto cuando se envían aguas abajo a los agricultores. Plantearon que la participación pública en la toma de decisiones de asignación de recursos hídricos y en la resolución de conflictos debe ir más allá de tener a los agricultores en calidad de observadores, es decir, debe incluir a los agricultores como participantes activos en el establecimiento de prioridades y determinación de resultados, lo cual está contemplado en la Ley de Aguas Nacionales de 1994. Aunque el Gobierno federal intervino para compensar económicamente a los agricultores por la falta de agua y la sequía, sin duda contribuyó a sus pérdidas económicas. La reducción persistente de agua para la agricultura fue el resultado de la transferencia en sí. Finalmente, señalaron los autores que no estaba claro qué estrategias son las apropiadas para que los agricultores enfrenten la transferencia permanente o el incremento de volúmenes de agua, como son los planes de Monterrey de construir un segundo acueducto de la presa El Cuchillo.

José de Jesús Návar (2011) abordó el tema de El Cuchillo en un contexto más amplio que abarca toda la cuenca del río San Juan, en el que advierte señales de manejo no sostenible de los recursos hídricos, como la transferencia de agua entre cuencas, caudales mínimos o inexistentes en varios segmentos de los ríos, el aumento en los niveles de contaminación, los altos consumos per cápita, la baja eficiencia en la agricultura, los disturbios de los ecosistemas acuáticos, los problemas sociales entre usos y usuarios, todos ellos magnificados por la presencia de sequías recurrentes. El autor estimó que, en el escenario de que la próxima sequía ocurra entre los años 2020 y 2030, bajo las mismas condiciones climáticas de las sequías que se presentaron en las décadas de 1950 y 1990, y con un incremento de la población en la cuenca de 5 a 8.5 millones, el almacenamiento de agua en la presa El Cuchillo alcanzaría para satisfacer de forma parcial la demanda doméstica. La superficie del distrito de riego 026 probablemente tendría un valor cercano a cero hectáreas y la agricultura se basaría sólo en el uso de agua tratada.

Acueducto Río Colorado-Tijuana

Su construcción inició en 1976, comenzó a operar a la mitad de su capacidad en 1982 y su funcionamiento pleno lo alcanzó en 1992. Su longitud es de 123 km y tiene una capacidad para transportar 126 Mm3 de agua al año. En su origen estuvo el acelerado crecimiento poblacional del municipio de Tijuana, que pasó de 21 mil habitantes en 1940 a 340 mil en 1970, y hubo una proyección de que la ciudad tendría 1.2 millones en 1990. La fuente de abastecimiento es una batería de 67 pozos profundos localizados en la Mesa Arenosa cerca de San Luis Río Colorado, Sonora. Operacionalmente, es agua que se toma del distrito de riego del valle de Mexicali. Es decir, son aguas de intercambio: por su cercanía, los pozos abastecen al valle y el agua del valle se envía al acueducto.

De acuerdo con César Sepúlveda (1976), los agricultores del valle de San Luis comenzaron a explotar intensivamente esas aguas subterráneas en 1972 para compensar la mala calidad de las aguas del río Colorado proporcionadas por Estados Unidos, lo que había provocado desde principios de la década de 1960 el problema de la salinidad con el vecino país del norte. El historiador Evan Ward (2003) sostiene que esa explotación se enmarcó en la “guerra de los pozos” entre México y Estados Unidos durante la crisis de la salinidad del río Colorado y que, irónicamente, logró acuerdos para mejorar la calidad del agua, pero pospuso cualquier decisión firme sobre los límites de bombeo en acuíferos binacionales. El único logro es el punto 5 del Acta 242 de la cila (Comisión Internacional de Límites y Aguas)2 del 30 de agosto de 1973, el cual indica que mientras se llega a la celebración de un convenio de alcance general sobre aguas subterráneas en las áreas fronterizas “cada país limitará el bombeo de las aguas subterráneas en su propio territorio, dentro de los 8 km de la línea divisoria entre Sonora y Arizona y cerca de San Luis, a 197 Mm3 anuales”.

Después de la firma de la solución al problema internacional sobre la salinidad en 1973, el presidente Luis Echeverría emitió en abril de 1974 un acuerdo para que las aguas de la Mesa Arenosa se destinaran al uso urbano y asignó un volumen específico a cinco ciudades: San Luis Río Colorado (23 Mm3), Tijuana (80 Mm3), Mexicali (82 Mm3), Tecate (3.3 Mm3) y Ensenada (9 Mm3) (Román et al. 2010). El Acuerdo Presidencial se cumplió en la localidad fronteriza de Sonora por su cercanía a los pozos y en tres ciudades de Baja California por la construcción del acueducto, pero no en Ensenada, ya que hasta la fecha no cuenta con la infraestructura hidráulica para transportar el líquido. En los últimos años esta situación ha originado que representantes del municipio soliciten a las autoridades federales y estatales el cumplimiento de la asignación de agua estipulada hace 40 años.

La construcción del acueducto en sí tuvo una historia de complicaciones, como consta en las actas de la cila. La empresa no era fácil: había que superar las elevaciones montañosas de más de mil metros de la sierra La Rumorosa y realizar excavaciones para hacer dos túneles de 10 km de longitud. Se reportaron dificultades para la excavación y revestimiento de un túnel y para el transporte e instalación de los equipos para el bombeo (Acta 256, 15 de julio de 1977).3 Serios problemas geológicos han impedido concluir la excavación de los dos túneles del acueducto (Acta 259, 27 de julio de 1978).4 Lluvias torrenciales extraordinarias retardaron su construcción (Acta 263, 6 de agosto de 1980).5

La construcción del acueducto fue un compromiso del Gobierno mexicano ante la cila para apoyar su solicitud de entregas de emergencia de agua para Tijuana en junio de 1972, con cargo a las aguas asignadas que tenía del río Colorado como parte del Tratado de Aguas de 1944. En aquel entonces, Tijuana contaba con 400 mil habitantes y se argumentaba la persistencia de condiciones de sequía y fuentes de abasto insuficientes. En el Acuerdo se indicó que para las entregas de agua se necesitaban “arreglos” para el uso de obras de conducción que estaban a una distancia de 520 km, desde el lago Havasu, aguas arriba de la presa Parker, y otras obras de derivación situadas en el estado de California, además de construir obras de conexión. Todos los costos de las obras los pagaría México a los distritos y autoridades estadounidenses respectivas. Se incluyó el cargo por la energía que dejaría de generarse en las plantas hidroeléctricas de la presa Parker y de aguas abajo como consecuencia de las derivaciones de agua mexicana del río Colorado. De acuerdo con Trava (1991), las entregas de agua a Tijuana en el periodo 1972-1980 sumaron un total de 74 Mm3.

Sin embargo, la ciudad de Tijuana continuó creciendo y la solicitud de agua de emergencia se repitió en el año 2003 (Acta 310, 28 de julio).6 Se reportaron bajos niveles de abastecimiento en las reservas de agua, problemas en la red de distribución de agua potable y pronósticos de “escasez parcial” en los próximos cinco años. Además de Tijuana, se incluyó a la población de Rosarito, que en conjunto sumaban 1.3 millones de habitantes. El compromiso de México era llevar a cabo “trabajos para el abastecimiento de agua a largo plazo”. Este trabajo consistió en la instalación de una línea paralela al acueducto Río Colorado-Tijuana para ampliar su capacidad de conducción. En la mia (Manifestación de Impacto Ambiental) de la obra (Comisión de Servicios de Agua del Estado 2004), se advirtió que era una medida emergente de “corto plazo” para tres años que servirá a la conurbación Tijuana-Rosarito, con 1.5 millones de habitantes, y a Tecate y sus alrededores, con 80 mil habitantes. Escuetamente, y sin mayor información, en la mia se señaló que el agua que se pretendía aprovechar se tomaría “del agua asignada al distrito de riego 014 Río Colorado, en el valle de Mexicali, proveniente del río Colorado”.

Según Román et al. (2010), en febrero de 2006 el Gobierno de Baja California sometió a concurso la obra, y la disposición generó un gran descontento entre los agricultores del valle de Mexicali, ya que el volumen adicional que se requería tendría que descontarse de sus derechos actuales de riego. La preocupación de los agricultores era la demanda extraordinaria de agua de las ciudades ubicadas en la costa, puesto que el organismo operador de Mexicali había adquirido volúmenes adicionales de agua provenientes del uso agrícola, equivalentes a 1 068 ha de riego, para satisfacer las demandas de los usuarios urbanos e industriales.

El 14 de noviembre de 2008 el Gobierno de México solicitó ampliar cinco años más la entrega de agua de emergencia a Tijuana, debido a “retrasos involuntarios en la ampliación del acueducto” (Acta 314).7 Lo cual se refería a los problemas que hubo en el proceso de licitación y asignación de la obra, puesto que en 2006 la Secretaría de la Función Pública lo decretó nulo dos veces por la irregular actuación de la convocante (Comisión de Agua del Estado). La empresa española Albengoa había sido la ganadora del proceso de licitación, y el contrato se firmó con la empresa Makro. En 2007, la cea (Comisión de Agua del Estado) adjudicó directamente la construcción del acueducto a Makro, sin que mediara un proceso de licitación.8

El 23 de agosto de 2011 el presidente Felipe Calderón inauguró la ampliación del acueducto Río Colorado-Tijuana, lo que significó el incremento de la capacidad de conducción de agua de 126 Mm3 a 167 Mm3 anuales. La obra sigue un trazo paralelo al acueducto anterior, pero sólo de Mexicali a Tecate, y su longitud es de 63 km.9

Un asunto ligado a la historia de este acueducto fue la realización de un estudio conjunto entre México y Estados Unidos para la conducción de agua del río Colorado a la región de Tijuana-San Diego. Planteado por autoridades estatales y locales de Tijuana y la sdcwa (San Diego County Water Authority), fue aprobado por la cila (Comisión Internacional de Límites y Aguas), que fungió como institución coordinadora de un comité técnico binacional y como facilitadora del estudio (Acta 301, 14 de octubre de 1999).10 El costo de tres millones de dólares fue aportado en su mayor parte por el Departamento de Recursos Hídricos de California.

Suzanne Michel (2000) señaló que, además de este estudio gubernamental, hubo una propuesta de algunos empresarios mexicanos para construir un acueducto binacional y una planta de energía. Sus promotores fueron Francisco Molina, director de emtec, y Gastón Luken Aguilar de la empresa Próxima Gas. Ese acueducto tendría capacidad para transportar 647 Mm3 de agua, de los cuales 370 Mm3 serían para San Diego y 225 Mm3 para Tijuana. Ambas propuestas, señaló la autora, tendrían retos políticos y legales en cada país. Por ejemplo, en Estados Unidos no estaba claro cómo reaccionarían otros estados de la cuenca del río Colorado, y para la aprobación de la transferencia una agencia del estado de California, la swrcb (State Water Resources Control Board), examinaría los impactos a terceros y las consecuencias económicas en las comunidades rurales, además de que esa agencia prohibía las transferencias que afectaran injustificadamente a peces y vida silvestre, por lo que podría requerir asignaciones de agua para el medio ambiente. En México, los funcionarios de las agencias estatales de agua no consideraban los impactos ambientales o a terceros y no respondían cómo ocurriría la transferencia.

El estudio fue elaborado por la consultora Boyle Engineering y concluyó en febrero de 2002. Propuso diez opciones de la ruta que podría seguir el acueducto binacional, tanto en Estados Unidos como en México. Los acontecimientos del 11 de septiembre de 2001 en la ciudad de Nueva York, que provocaron el replanteamiento de la política de seguridad nacional en Estados Unidos, así como la oposición de los agricultores del iid (Imperial Irrigation District) a una tercera transferencia de agua a las ciudades de la costa, influyeron en la suspensión de las etapas siguientes del proyecto. En 1989 el iid había firmado un acuerdo con el distrito de agua de Los Ángeles para comprar 130 Mm3 de agua al año y en 1998 otro con el distrito de agua de San Diego para transferir 246 Mm3 al año.

Otros asuntos ligados al acueducto Río Colorado-Tijuana, que abastece a numerosos usuarios de esa cuenca y de otras vecinas, se derivan de su ubicación en un contexto de interdependencia en torno al agua del río Colorado y su compleja infraestructura de presas, canales, pozos, drenes y plantas de tratamiento. Román y Ramírez (2003) incorporan al análisis el revestimiento del cta (Canal Todo Americano), que corre paralelo a la línea fronteriza y que afecta las infiltraciones de agua al valle de Mexicali. Los autores incluyen también el mar Salton, la zona del delta y el alto golfo de California como partes integrantes de un único ecosistema, que es el río Colorado, y hablan sobre la necesidad de cierto volumen de agua que requiere el cauce del río para mantener la “salud” del ecosistema. Asimismo, estos autores plantean que deben reconocerse como problemas binacionales la creciente demanda de agua de todos los sectores y la sobreasignación de agua en la cuenca baja del río Colorado, así como la tensión entre la agricultura y los usuarios urbanos. En el caso específico del revestimiento del cta, Alfonso Cortez et al. (2009) documentaron la demanda legal que llevaron a cabo grupos empresariales y ambientales de ambos lados de la frontera para bloquear el proyecto en algunas cortes de Estados Unidos. La demanda se desechó en 2007. Destaca que esta coalición no incluyó formalmente a unos actores clave afectados por la obra: los agricultores del valle de Mexicali.

El repaso de los trasvases de agua de áreas agrícolas a las ciudades de Los Ángeles, Monterrey y Tijuana revela rasgos comunes. Las obras hidráulicas programadas para cincuenta años, con fuentes inagotables de agua, que solucionarían de manera definitiva y para siempre el abastecimiento, y denominadas “las obras del siglo”, fueron insuficientes antes de cumplir los primeros diez años de vida. La construcción de acueductos paralelos y la búsqueda de otras fuentes de agua son prueba de ello. El apoyo de los gobiernos federales de ambos países es un factor clave sin el cual no hubiera sido posible su construcción. El involucramiento directo de los presidentes de Estados Unidos y de México no deja lugar a dudas. La desconfianza, oposición y rechazo que generan los proyectos hidráulicos entre los afectados principales (los agricultores), obedece a que se diseñan y ejecutan por un grupo reducido de técnicos con el respaldo de políticos y empresarios, sin tomar en cuenta ni su opinión ni su participación.

La falta de consideración de los impactos sociales y ambientales de los trasvases de agua entre cuencas provoca que no se anticipen ni prevengan los conflictos, ni se enfrente el deterioro. Los conflictos sociales se agudizan en los periodos de sequía. Sólo hasta entonces llegan los acuerdos, compensaciones o indemnizaciones económicas a los afectados, sin establecer convenios con certidumbre y de largo plazo. Las protestas van desde atentados con dinamita a las instalaciones hidráulicas y el cierre de compuertas de una presa, pasando por bloqueos y marchas, hasta el uso de los medios de comunicación y la defensa legal. Los tres casos tienen implicaciones binacionales en el manejo del agua de las cuencas de los ríos Colorado y Bravo que se comparten entre México y Estados Unidos.

Un caso más de implicaciones binacionales es el acueducto Los Alisos-Nogales, que transporta agua de la cuenca del río Magdalena a la cuenca del río Santa Cruz en el norte de Sonora. Tiene 21 km de longitud, fue construido a principios de la década de 1990 y transporta 10 Mm3 de agua al año. Es una batería de pozos que brinda casi la mitad del agua que consume la ciudad fronteriza de Nogales, Sonora. Luego de ser utilizada, fluye a Nogales, Arizona, a través del drenaje de la ciudad, lo que ha generado protestas y preocupación por la baja calidad de agua recibida en Estados Unidos. Tal problemática se ha solucionado con la operación de una planta de tratamiento de aguas residuales en la localidad de Río Rico, Arizona, a 15 km de la frontera. Un trabajo sobre las dificultades para la solución de los problemas de disponibilidad y calidad del agua potable y los retos a futuro en Ambos Nogales es el de Helen Ingram et al. (1995).

Con el trasvase de agua que significa el Acueducto Independencia, se agrega un caso más de implicaciones binacionales, ya que la cuenca del río Yaqui comprende territorios de los estados de Arizona y Nuevo México en Estados Unidos. Además, tiene repercusiones nacionales, porque también abarca una parte del estado de Chihuahua en México. En el siguiente capítulo se ofrecen algunos antecedentes del conflicto originado por su construcción.




 



1 Antecedentes de Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey (http://www.sadm.gob.mx/PortalSadm/jsp/seccion.jsp?id=143&sadm=28).


2 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/242.pdf).


3 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/256.pdf).


4 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/259.pdf).


5 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/263.pdf).


6 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/310.pdf).


7 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/314.pdf).


8 (http://www.congresobc.gob.mx/Parlamentarias/Dictamen/225_FISCA_21JUL10.pdf).


9 conagua, comunicado de prensa, no. 267-11 (23 de agosto de 2011) (http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/NotaP/Comunicado%20de%20Prensa%20267-11.pdf).


10 (http://www.sre.gob.mx/cilanorte/images/stories/pdf/301.pdf).







II.
El Acueducto Independencia

 

 

Antecedentes

El proyecto del acueducto presa El Novillo-Hermosillo se planteó por primera vez a mediados de la década de 1990, en la administración del gobernador priista Manlio Fabio Beltrones. No se concretó por la crisis económica nacional de 1994-1995, se intentó nuevamente al inicio de la administración de Armando López Nogales entre 1997 y 1998 sin ningún resultado, y el proyecto se archivó durante diez años. Lo retomó el gobernador panista Guillermo Padrés, tan sólo seis meses después del inicio de su mandato. Sin duda, un elemento central en esta decisión fue la confluencia, a partir de septiembre de 2009, de una administración estatal con una federal proveniente del mismo partido político: el pan (Partido Acción Nacional). Además, en los municipios de Ciudad Obregón y Hermosillo también triunfaron los candidatos a alcaldes de ese partido. Estas condiciones políticas garantizaban los apoyos y las alianzas que se requerían para su construcción. Cabe señalar que en su campaña a la gubernatura, Guillermo Padrés desechó la idea de El Novillo como una opción, e incluso en el documento de la plataforma electoral del Partido se propuso la construcción de una planta desaladora.

Otro elemento que influyó fue el respaldo del sector empresarial de Hermosillo, que tenía varios años demandando a las autoridades una “solución definitiva” al problema de abasto de agua. A principios de la década de 2000, la conagua (Comisión Nacional del Agua 2003) planteó como alternativas de abastecimiento de agua a Hermosillo siete fuentes: tres acuíferos cercanos a la ciudad, las presas El Molinito y El Novillo, aguas residuales tratadas y la desalación de agua en la zona costera. De éstas, se llevaron a cabo dos: la compra de derechos de agua del acuífero de la Costa de Hermosillo por 20 Mm3 que se transportan a través del acueducto Los Bagotes desde 2006 y un acueducto de 15 km que transporta agua de la presa El Molinito desde 2007.

 

Figura 1. Acueducto Independencia
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Fuente: elaborado por Luis Alán Navarro Navarro.

 

El proyecto de construcción de una planta desaladora cerca del litoral fracasó durante la administración de Armando López Nogales en el periodo 1997-2003, y otro acueducto (llamado Las Malvinas), construido en 2004 en las inmediaciones del área urbana, se consideró una solución de corto plazo. Asimismo, los habitantes de la ciudad tenían más de una década observando que el embalse de la presa Abelardo L. Rodríguez estaba seco o casi seco, lo cual simbólica y mediáticamente se presentaba como un problema que ponía en riesgo el futuro de la capital del estado. A ello se sumaron las molestias que provocaron a la población los tandeos que realizó el organismo operador en los años críticos de baja precipitación pluvial.

Como ocurre en la mayoría de las ciudades del país, el incremento de la oferta de agua tuvo más importancia en el debate público que el comportamiento de los demandantes de agua y las crónicas deficiencias administrativas y técnicas en la gestión del agua por parte de la dependencia responsable.

En el año 2010, en los 15 municipios que abarcan la cuenca del río Sonora se asentaron 859 mil personas. Entre ellos sobresale el municipio de Hermosillo que tenía 784 mil habitantes. Las áreas agrícolas principales son la Costa de Hermosillo, que comprendía 45 mil ha, y Pesqueira, 10 mil; ambas emplean agua subterránea.

En la cuenca del río Yaqui se asentaron 617 mil personas en sus 29 municipios; sobresale el municipio de Cajeme con 409 mil habitantes. Las áreas agrícolas más importantes son el Valle del Yaqui, con una superficie física de 233 mil ha, y las Colonias Yaquis, con 25 mil, que utilizan, básicamente, agua superficial. Los habitantes de origen yaqui son 43 mil, distribuidos en 8 pueblos y 56 localidades. En conjunto, las dos cuencas hidrológicas comprenden 55 por ciento de la población total y 61 por ciento de los municipios de Sonora.

En la cuenca del río Yaqui hay tres grandes presas cuya capacidad conjunta de almacenamiento es de 6 816 Mm3. En la parte alta de la cuenca se localiza La Angostura (concluida en 1942); en la parte media, El Novillo (en 1964); y en la baja, El Oviáchic (en 1952). La primera se utiliza para riego y uso doméstico, y las otras dos para la generación de energía eléctrica, el riego y el uso doméstico, según la cna (Comisión Nacional del Agua 2008). Además, hay otras 14 presas de menor tamaño que almacenan en conjunto 130 Mm3 de agua, empleadas en su mayoría para el riego agrícola, según la cea (Comisión Estatal del Agua 2008). Se sabe de la existencia de numerosas represas para uso ganadero, sobre las cuales no hay cifras oficiales.

En la cuenca hay dos acueductos, uno de 40 km de longitud (construido a finales de la década de 1970), que va de la presa La Angostura a la mina de cobre de Nacozari y que conduce un promedio de 17 Mm3 de agua al año. No se considera trasvase de agua entre cuencas, ya que el agua va de un afluente a otro dentro de la misma cuenca del río Yaqui (del río Bavispe al río Nacozari). Se construyó para apoyar el aumento de la capacidad de producción de la mina denominada entonces La Caridad y propiedad de Mexicana de Cobre, al inicio de una de sus etapas de modernización tecnológica.

El otro acueducto, de 120 km de longitud, construido a principios de los años noventa, parte del valle aluvial situado aguas abajo de la presa El Oviáchic a la conurbación Guaymas-Empalme-San Carlos. Transporta 17 Mm3 de agua al año y atraviesa el territorio yaqui. Éste sí se considera un trasvase de agua, ya que va de la cuenca del río Yaqui a la cuenca del río Mátape. La fuente de abastecimiento es agua subterránea que se extrae mediante una batería de pozos. Para su paso por el territorio yaqui, se firmó un acuerdo entre la tribu y el Gobierno de Sonora en 1992.

 

Figura 2. Presas y municipios de Sonora en la cuenca del río Yaqui
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Fuente: elaborado por Luis Alán Navarro Navarro.

 

La operación de este acueducto ha estado marcada por diversos problemas, como la subutilización de la capacidad de conducción instalada, la falta de cumplimiento del compromiso para dotar de agua potable a las comunidades yaquis, la existencia de tomas irregulares en su trayecto y la presencia de manganeso en el agua (Luna 2007).

El sitio de rebombeo de Boca Abierta fue tomado en distintos momentos por miembros del grupo indígena. Fue una medida de presión para solicitar la atención a sus demandas, como ocurrió en el verano de 1996. En esa ocasión, el cierre de las válvulas dejó sin agua durante varios días a los habitantes de algunas colonias de las cabeceras municipales de Empalme y Guaymas.

El distrito de riego del Valle del Yaqui (041) comprende áreas de seis municipios del sur del estado (Bácum, San Ignacio Río Muerto, Benito Juárez, Etchojoa, Navojoa y Cajeme). Se divide en 42 módulos de riego, que tienen 21 800 usuarios empadronados. El volumen concesionado de agua es de 2 205 Mm3 al año. En 2010, 74 por ciento de la superficie sembrada se dedicó al cultivo de trigo (Distrito de Riego del Río Yaqui 2010). Se estima que las pérdidas por deficiencias en la conducción de la red hidroagrícola comprenden 38 por ciento del agua de riego, lo que significa 1 038 Mm3 de agua (De la Peña 2006).

Por su parte, el distrito de riego Colonias Yaquis (018) tiene una asignación de agua de 250 Mm3 al año y 2 300 usuarios registrados. En 2011, en 79 por ciento de la superficie se sembró trigo. Se estima que la mayoría de las tierras estaban rentadas por inversionistas particulares y organismos empresariales (Molina 2013).

 

Figura 3. Cuenca baja de los ríos Yaqui y Sonora
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Fuente: elaborado por Luis Alán Navarro Navarro.

 

De acuerdo con el repda (Registro Público de Derechos de Agua), en la cuenca, en 2008, había un volumen total concesionado de 3 197 Mm3 de agua al año, del cual 94 por ciento era para uso agrícola y 4 por ciento para uso doméstico (cea 2008).

El escurrimiento medio anual del río Yaqui está considerado en 3 163 Mm3 de agua, por lo que ocupa el segundo lugar en el norte de México, sólo detrás del río Bravo (conagua 2012a). La cuenca tiene una extensión territorial de 72 540 km2. Los afluentes del río Yaqui nacen en las estribaciones de la Sierra Madre Occidental y en territorio estadounidense. De la cuenca, 74 por ciento se ubica en Sonora; 21 por ciento, en Chihuahua; y 5 por ciento, en los estados de Arizona y Nuevo México en Estados Unidos. Los tributarios principales del Yaqui son los ríos Bavispe, Moctezuma y Aros. De acuerdo con Bond (1935), el último río surtía más de la mitad de las aguas que desembocan en la corriente principal. El inegi (Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática) (1993) señaló que 49 por ciento del volumen que escurría en la cuenca del río Yaqui provenía de fuera del estado de Sonora.

La cuenca del río Sonora cuenta con dos presas: Abelardo L. Rodríguez (inaugurada a finales de la década de 1940) y El Molinito (inaugurada a principios de la década de 1990). La primera se utiliza para uso doméstico; y la segunda, para control de inundaciones. En conjunto tienen una capacidad de almacenamiento de 370 Mm3 de agua. Hay otras cinco presas de menor tamaño, con una capacidad total de 15 Mm3 de agua que se utiliza para riego y abrevadero (cea 2008). Al igual que en el Yaqui, se sabe de la existencia de numerosos represos para uso ganadero, sobre las cuales no hay cifras oficiales.

El distrito de riego de la Costa de Hermosillo (051) contaba con una concesión para extraer agua subterránea de 324 Mm3 al año y tenía 1 671 usuarios (Quevedo 2007). En el ciclo 2007-2008 los cultivos principales fueron: vid mesa, nogal, cítricos, garbanzo y hortalizas (Olavarrieta 2010). En los alrededores de la capital del estado, hay tres áreas agrícolas de riego con superficies importantes que extraen agua del subsuelo: en el arroyo Zanjón, 15 mil ha; en la zona del Sahuaral, 8 mil ha; y en Mesa del Seri-La Victoria, 6 mil ha. La suma total de 71 mil ha en estas cuatro áreas agrícolas representa 84 por ciento de la superficie sembrada en toda la cuenca del río Sonora.

De los diez acuíferos existentes en la cuenca, seis están sobreexplotados y cuatro en equilibrio. La extracción total es de 916 Mm3 de agua al año, mientras que la recarga natural es de 619 Mm3. Dos de ellos, la Costa de Hermosillo y el Sahuaral, además presentan intrusión salina (conagua 2013).

De acuerdo con el repda (Registro Público de Derechos de Agua), en la cuenca había un volumen total concesionado de 1 037 Mm3 de agua al año, del que 86 por ciento era para uso agrícola y 11 por ciento para uso doméstico (cea 2008). Se calculó que las cuatro áreas agrícolas de riego extraían 721 Mm3 de agua subterránea al año y que Hermosillo utilizaba 100 Mm3 al año (conagua 2013). La eficiencia física del organismo operador era de 65 por ciento en 2011 de acuerdo con el pigoo (Programa de Indicadores de Gestión de Organismos Operadores del Instituto Mexicano de Tecnología del Agua 2013). En conjunto, estas cinco grandes áreas de actividad agrícola-urbana emplean 80 por ciento del agua concesionada en la cuenca del río Sonora.

Sobre el escurrimiento natural medio superficial en la cuenca del río Sonora se manejan cifras diferentes. El inegi (1993) indicó 273 Mm3 de volumen de escurrimiento anual y un área de 26 010 km2; la conagua (2012a) reportó 408 Mm3 de agua al año y un área de 27 740 km2; y otro texto de la conagua (2013) señaló que el escurrimiento promedio anual era de 149 Mm3 y comprendía un área de 38 782 km2.

El debate técnico

La conagua (2010) sostuvo que, desde hacía 14 años, la cuenca del río Sonora mostraba bajas precipitaciones pluviales en relación con la media histórica (399 mm anuales), por lo que había una sequía prolongada que provocó escasos escurrimientos superficiales y baja recarga de agua a los acuíferos que rodean y abastecen la ciudad de Hermosillo. Por su parte, la cea (Comisión Estatal del Agua 2010a) sostuvo que, debido a la intensa actividad agrícola y las expectativas de crecimiento de la ciudad, no había fuentes de agua disponibles porque estaban sobreexplotadas las aguas superficiales y subterráneas en la cuenca baja del río Sonora. Por tal motivo, sólo había dos alternativas: una planta desaladora en Cochórit (municipio de Empalme) con un acueducto de 142 km y el Acueducto Independencia que parte de la presa El Novillo y cuya longitud es de 152 km. El costo por m3 de agua de la primera alternativa se estimó en 12.2 pesos, mientras que el de la segunda, en 7.7 pesos. Por ello se seleccionó la opción del Acueducto Independencia.

En ese análisis la cea descartó la opción de una desaladora en el área de Bahía Kino-Tastiota, por ser una zona de granjas acuícolas de camarón con una infraestructura valuada en 15 mil millones de dólares y una producción con valor de 2 800 millones de pesos. También se descartó un área al norte de Bahía de Kino, por ser reserva territorial de la tribu seri con la cual “sería difícil poder llegar a acuerdos para instalación de infraestructura de este tipo” conforme a sus usos y costumbres. A ello se sumó no incluir las regiones agrícolas de la Costa de Hermosillo y de Pesqueira, por considerar que tenían acuíferos sobreexplotados.

En relación con la cuenca del río Yaqui, la cea (2010a) argumentó que el escurrimiento medio anual en el periodo más seco (1994-2004) fue de 1 479 Mm3 y el almacenamiento más bajo de 674 Mm3, por lo cual los 75 Mm3 de agua que conduciría el Acueducto Independencia representan 10 por ciento del total almacenado en los años más críticos. Además, la cea apuntó que los gobiernos federal, estatal y municipal habían invertido mil millones de pesos en fuentes subterráneas en los últimos trece años para solucionar de manera temporal la situación del agua en Hermosillo, y que los escurrimientos en el río Sonora eran de 100 Mm3 al año, mientras que en el río Yaqui eran de más de 3 000 Mm3. El pago compensatorio anual por la adquisición de derechos de agua se estimó en un peso por metro cúbico.

Por su parte, los opositores al Acueducto (González 2010) señalaron que las opciones para abastecer a Hermosillo eran, en orden de prioridad, cuatro. La primera era hacer más eficiente el servicio de agua potable y saneamiento, mediante el registro constante de las macro y micro mediciones de los volúmenes de agua que se utilizan, lo que ayudaría a identificar las fugas frecuentes, a planear el mantenimiento continuo y la renovación de las líneas de conducción y distribución, además de concluir el proceso de licitación de las plantas de tratamiento de aguas residuales, ya que sólo trata 7 por ciento del total.

La segunda opción era adquirir derechos de agua de pozos agrícolas y construir acueductos de 40 a 50 km desde la región de Pesqueira o de la Costa de Hermosillo, ambas en la cuenca del río Sonora, junto con el establecimiento de programas de ahorro y uso eficiente del agua. Los derechos adquiridos sólo serían de carácter emergente y de uso temporal.

La tercera opción era construir una planta desaladora con tecnología de ósmosis inversa y construir un acueducto de 100 km, ya fuera desde la playa Cochórit, Bahía de Kino o en la zona de intrusión marina de la Costa de Hermosillo. El costo del metro cúbico de agua, asociado al consumo de 400 litros por segundo (l/p/s) para Guaymas y Empalme, desde la playa Cochórit y su acueducto, para entregar 2 500 l/p/s de agua potable (equivalentes a 75 Mm3) a Hermosillo, sería de 10.2 pesos.

La cuarta alternativa sería adquirir derechos de agua de los usuarios agrícolas en la cuenca del río Yaqui y construir un acueducto de 140 km.

 

Figura 4. Opciones para el abastecimiento de agua de Hermosillo
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Fuente: elaborado y adaptado por Luis Alán Navarro Navarro con información de la Comisión Estatal del Agua (2010a).

 

La discusión de ambas posturas se dio en una serie de reuniones denominadas “técnicas” entre miembros del Gobierno estatal y los representantes del distrito de riego 041, celebradas en Ciudad Obregón en los meses de febrero, marzo y abril de 2010. La intención del Gobierno era comprar derechos de agua a los agricultores en la parte baja de la cuenca del río Yaqui, pero no hubo acuerdo.

En la prensa, mientras tanto, abundaron los desplegados en favor y en contra del Acueducto, firmados por distintos actores productivos y sociales que proporcionaron datos sobre cultivos, sequías, rentabilidad, ineficiencias en los sectores agrícola y urbano, consumos y costos del agua, alternativas de abasto, beneficios y daños, lo que se convirtió en una guerra mediática de cifras. Para el lector común, el resultado fue la duda y la confusión.

A esta situación se abonó la falta de un proyecto ejecutivo sobre la obra del Acueducto que permitiera conocer con detalle el diagnóstico del problema y las características de la solución planteada. Esta carencia fue reconocida, incluso, por los constructores ganadores de la licitación, quienes en octubre de 2010 declararon que tal documento no existía. De hecho, en los presupuestos federal y estatal de egresos correspondientes a 2011 se condicionó la liberación de recursos financieros a presentar el proyecto ejecutivo correspondiente y otros requisitos en materia ambiental. En todo ese tiempo el debate se dio a partir de una presentación del proyecto del Acueducto en Power Point.

A principios de mayo de 2010, ante la falta de acuerdo sobre la adquisición de derechos de agua con los agricultores en la parte baja, el Gobierno estatal anunció la negociación y la compra de derechos a los productores agrícolas en los municipios de Granados y Huásabas, en la parte media de la cuenca del río Yaqui. El proceso se redondeó a finales de julio, cuando la conagua entregó a la cea dos títulos por un total de casi 52 Mm3 de agua superficial. El primer título de asignación fue por 40.1 Mm3 de agua de concesiones extinguidas (no vigentes) ubicadas entre las presas de La Angostura y El Novillo. El segundo se dio por 11.7 Mm3 de agua disponible (no concesionada), ubicada entre las presas de El Novillo y El Oviáchic. En octubre de 2011, la conagua entregó otro título por 8.5 Mm3 de agua, con lo cual la Comisión Estatal del Agua sumó tres títulos y un volumen total concesionado de 60.5 Mm3 de agua al año.

En los títulos se señaló que el agua era para atender “las necesidades básicas de la ciudad y permita su desarrollo”. Cada concesión se otorgó por treinta años. Una de las condiciones del título fue que, ante la presencia de sequías u otros fenómenos, no se garantizaría la existencia o invariabilidad del volumen concesionado, puesto que la disponibilidad “está en función de variables hidroclimáticas naturales fuera del control de la Comisión”.

 

Figura 5. Pueblos ribereños cedentes de agua en la cuenca del río Yaqui
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Fuente: elaborado por Luis Alán Navarro Navarro.

 

En conjunto, los agricultores de las unidades de riego de los municipios de Huásabas, Granados, Bacerac, Huachinera, Bacadehuachi y Divisaderos (denominados también “Pueblos Ribereños”) cedieron un volumen de 49.7 Mm3
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